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recurrente en el hecho delictivo que se le imputa, pues
las declaraciones del testigo en el acto del juicio, que
sí fueron prestadas con todas las garantías, carecen de
contenido incriminatorio y la mera posesión de un ciclo-
motor similar al utilizado en el atraco y que fue pintado
de otro color tampoco tiene tal carácter. Por ello, ha
de concluirse que las resoluciones judiciales impugnadas
vulneraron el derecho del recurrente a la presunción de
inocencia (art. 24.2 CE), dado que la condena impuesta
no se fundamenta en auténticas pruebas de cargo válidas
para desvirtuarla.

En tal sentido emito mi Voto.

Madrid, a uno de diciembre de dos mil tres.—Javier
Delgado Barrio.—María Emilia Casas Baamonde.—Firma-
do y rubricado.

305 Sala Segunda. Sentencia 207/2003, de 1 de
diciembre de 2003. Recurso de amparo
2441-2001. Promovido por don José Carlos
Taboada Vilariño frente a las resoluciones del
Tribunal Superior de Justicia de Galicia que
declararon ejecutada su Sentencia sobre nom-
bramiento de Jefe de servicio del Hospital de
Conxo en Santiago de Compostela.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (ejecución): Afirmación no motivada
de que el fallo ha sido ejecutado en debida
forma, aunque no ha sido convocada a con-
curso la plaza litigiosa.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2441-2001, promovido
por don José Carlos Taboada Vilariño, representado por
el Procurador de los Tribunales don Albito Martínez Díez
y asistido por el Letrado don José María de Frutos Isabel,
contra el Auto de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de
26 de marzo de 2001, desestimatorio del recurso de
súplica interpuesto contra la providencia de 31 de octu-
bre de 2000, que declaró ejecutada en debida forma
su Sentencia de 3 de diciembre de 1997, dictada en
el recurso contencioso-administrativo núm. 1217/94. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la Magis-
trada doña Elisa Pérez Vera, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 27 de abril de 2001, el Procurador de los Tribunales
don Albito Martínez Díez, en nombre y representación
de don José Carlos Taboada Vilariño, interpuso recurso
de amparo contra la providencia y el Auto citados en
el encabezamiento alegando vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva que garantiza el art. 24.1 CE.

2. Los hechos que fundamentan la demanda de
amparo son resumidamente los siguientes:

a) Con fecha 3 de diciembre de 1997, la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia, dictó Sentencia estimando en parte
el recurso interpuesto por el demandante de amparo
contra la Resolución de la Dirección General de Recursos
Humanos del Servicio Gallego de Salud (SERGAS), de
fecha 14 de abril de 1994, desestimatoria del recurso
ordinario contra las Resoluciones del Director Gerente
del Hospital de Conxo de Santiago de Compostela, de 14
y 20 de diciembre de 1993, por las que se nombra
Jefe de Servicio en funciones del Servicio de Radiología
y Diagnóstico por Imagen a doña Inmaculada Pereiro
Zabala. En consecuencia, la Sala anuló, dejándolo sin
efecto, el citado nombramiento y ordenó sacar a con-
curso la mencionada plaza para su cobertura definitiva
por el procedimiento legalmente establecido. La plaza,
añadía, debía cubrirse entretanto en funciones o en comi-
sión de servicio por el médico que corresponda y reúna
la condición de funcionario.

b) Una vez firme la Sentencia, el Letrado del SER-
GAS, mediante escrito de 9 de marzo de 1998, solicitó
a la Sala que declarara su inejecución. Por providencia
de 12 de marzo de 1998, la Sala dio el oportuno traslado
de este escrito para alegaciones al demandante el cual,
mediante escrito de 30 de marzo de 1998, se opuso
a la inejecución interesada por la Administración, soli-
citando que se ordenara ejecutar la Sentencia en sus
propios términos.

c) Por providencia de 14 de abril de 1998, la Sala
acordó requerir al Director General de Recursos Huma-
nos del SERGAS a fin de que, a la mayor brevedad posible
y con remoción en su caso de los obstáculos que exis-
tieran, diera el debido y exacto cumplimiento a la
Sentencia.

d) Mediante Resolución de 25 de mayo de 1998,
la citada Dirección General acordó dejar sin efecto el
nombramiento anulado, pero nada más. Frente a tal inac-
ción, el demandante, mediante escrito de 11 de junio
de 1998, solicitó a la Sala que requiriera de nuevo a
la Administración para que diera el debido y exacto cum-
plimiento a la Sentencia. A su vez, unos días antes, el
Letrado del SERGAS, mediante escrito de fecha 3 de
junio de 1998, había solicitado de nuevo a la Sala que
declarara su inejecución; a lo que el recurrente se opuso
mediante escrito de 29 de junio de 1998. Por provi-
dencia de 15 de julio de 1998, la Sala acordó requerir
nuevamente a la Administración para que «de forma
inmediata y con remoción de los obstáculos que puedan
presentarse, dé exacto y debido cumplimiento a la
Sentencia».

e) Por Resolución de 1 de septiembre de 1998, la
Administración anunció la convocatoria para la cobertura
provisional por el procedimiento de libre designación del
puesto de Jefe de Servicio de Unidad de Asistencia Espe-
cializada en el Complejo Hospitalario Universitario de
Santiago. Frente a esta resolución, el recurrente presentó
ante la Sala nuevo escrito, de fecha 8 de septiembre
de 1998, solicitando que se declarara su nulidad por
considerar que no daba el exacto y debido cumplimiento
a la Sentencia que, recuerda, ordenó a la Administración
que procediera a la provisión definitiva de la plaza con-
siderada, por el procedimiento legalmente establecido,
debiendo cubrirse entretanto en comisión de servicios
por el médico funcionario que corresponda. Tras nuevos
escritos de ambas partes, insistiendo en sus respectivas
pretensiones, el 23 de noviembre de 1998, la Sala dictó
nueva providencia requiriendo «por tercera vez al Ilmo.
Sr. Director General de Recursos Humanos del SERGAS,
con apercibimiento de trasladar lo actuado a la juris-
dicción penal, al objeto de deducir las posibles respon-
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sabilidades, para que de forma inmediata dé exacto cum-
plimiento, en sus propios y claros términos, al fallo de
la resolución recaída».

f) Mediante Resolución de 14 de enero de 1999,
el Director General de Recursos Humanos del SERGAS,
acordó designar al recurrente para el desempeño de la
mencionada plaza en comisión de servicios. Trasladada
esta resolución a la representación procesal del recurren-
te, a fin de que manifestara si consideraba cumplida
en tal forma la Sentencia, por escrito de 28 de octubre
de 1999, manifestó su opinión contraria, denunciando
el incumplimiento parcial del fallo que, una vez más,
reclama sea cumplido en sus propios términos y, por
tanto, con convocatoria del oportuno concurso para la
cobertura definitiva de la plaza de Jefe de Servicio de
Radiología y Diagnóstico por Imagen del Hospital Médi-
co-Quirúrgico de Conxo.

g) Ante el silencio de la Sala, que nada había resuel-
to entretanto, el recurrente presentó con fecha 24 de
marzo de 2000 nuevo escrito insistiendo en su petición
anterior. Lo que, una vez más, reiteraría por escrito de 28
de septiembre de 2000. Mediante providencia de 13
de octubre de 2000, la Sala acordó dar traslado de estos
escritos a la Administración, que, por escrito del siguiente
25 de octubre, solicitó se tuviera por ejecutada la Sen-
tencia en todos sus términos.

h) Finalmente, por providencia de 31 de octubre
de 2000, la Sala, declaró tener por ejecutada en debida
forma la Sentencia y ordenó el archivo de las actuaciones
sin más trámite. Contra esta providencia, el recurrente
interpuso recurso de súplica, que la Sala, por Auto de
6 de febrero de 2001, acordó desestimar al considerar
que «los argumentos alegados ... no desvirtúan lo dis-
puesto en la providencia [recurrida], por la que se acordó
denegar la admisión de la prueba documental solicitada».
Advertido el manifiesto error material de esta última
declaración, el recurrente solicitó su subsanación al
amparo del art. 267.2 LOPJ, lo que la Sala efectivamente
haría mediante nuevo Auto de 26 de marzo de 2001,
en el que, con rectificación del citado error, acordó deses-
timar el recurso de súplica y, en consecuencia, confirmar
la providencia que declaró tener por ejecutada en debida
forma la Sentencia y el archivo de las actuaciones sin
más trámite.

3. En la demanda de amparo se impugna la pro-
videncia de 31 de octubre de 2000 y el Auto de 26
de marzo de 2001 por vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de
derecho a la ejecución de Sentencias firmes. Con amplia
cita de doctrina constitucional, el recurrente denuncia
que las citadas resoluciones judiciales, al declarar eje-
cutada en debida forma la Sentencia de 3 de diciembre
de 1997, han desconocido, sin ninguna motivación y
en contra de lo acordado previamente por la propia Sala
en sus primeras providencias, el segundo de los pro-
nunciamientos recogidos en el fallo de la citada Sen-
tencia, que ordenaba sacar a concurso la plaza contro-
vertida en el proceso judicial para su cobertura definitiva
por el procedimiento legalmente establecido. Por estas
razones, el demandante termina solicitando de este Tri-
bunal que anule las resoluciones judiciales impugnadas
y reconozca su derecho a la completa ejecución de la
Sentencia en sus propios términos y con imposición,
por tanto, a la Administración de la obligación de cumplir
lo dispuesto en ese otro pronunciamiento del fallo.

4. Por providencia de 26 de febrero de 2001, la
Sección Cuarta de este Tribunal acordó, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder al deman-
dante de amparo y al Ministerio Fiscal plazo común de
diez días para que formulasen alegaciones acerca de
la posible existencia de la causa de inadmisión que con-

templa el art. 50.1 c) LOTC, por carencia manifiesta de
contenido constitucional de la demanda.

5. Tanto el demandante de amparo, que presentó
sus alegaciones mediante escrito registrado el día 5 de
abril de 2002, como el Ministerio Fiscal, que lo hizo
el siguiente día 15, interesaron la admisión del recurso
de amparo.

6. Mediante providencia de 21 de mayo de 2002,
la Sala Segunda de este Tribunal de conformidad con
lo dispuesto en el art. 11.2 LOTC, decidió admitir a tra-
mite la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, requerir a la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia para que en el plazo de diez días remitiera cer-
tificación o copia adverada de las actuaciones corres-
pondientes al recurso 1217/94, y emplazase a quienes
hubieran sido parte en el citado proceso contencioso,
con excepción de la recurrente en amparo, para que
en el plazo de diez días pudieran comparecer en este
proceso constitucional, con traslado a estos efectos de
copia de la demanda presentada.

7. Por diligencia de ordenación de 18 de julio de
2002, la Sala Segunda, teniendo por recibido el tes-
timonio de las actuaciones interesadas y remitidas por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Galicia, acordó, con arreglo a
lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC, conceder al recurrente
en amparo y al Ministerio Fiscal plazo común por veinte
días para que, con vista de las actuaciones recibidas,
formulasen alegaciones.

8. El 10 de septiembre de 2002, el recurrente pre-
sentó su escrito de alegaciones, reiterando los argumen-
tos y el petitum de la demanda.

El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado el 16
de septiembre de 2002, interesó la estimación parcial
del amparo solicitado. Luego de recordar lo principal
de la doctrina constitucional acerca del derecho a la
ejecución de las resoluciones judiciales y subrayar que
no corresponde al Tribunal Constitucional deducir las
exigencias que impone el cumplimiento del fallo, sino
sólo velar porque la correspondiente decisión judicial
sea razonablemente congruente con el contenido de la
resolución que haya de ejecutarse, el Fiscal argumenta
que, si bien en el presente asunto y dadas las circuns-
tancias, no cabe descartar de forma absoluta que pueda
ser «razonablemente coherente con la resolución que
se ejecuta», sucede no obstante que, ante el silencio
de la providencia y el Auto impugnados, que nada en
verdad dicen al respecto, es imposible determinar si esa
decisión judicial se atiene razonablemente o no a lo deci-
dido en el fallo. Al carecer, en consecuencia, de la moti-
vación que es constitucionalmente exigible, concluye el
Fiscal, las resoluciones judiciales impugnadas y, de modo
particular el Auto, deben calificarse de arbitrarias y con-
trarias al derecho a la tutela judicial, en su vertiente
de derecho a la ejecución de Sentencias.

9. Por providencia de 27 de noviembre de 2003,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 1 de diciembre del mismo año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Con arreglo a los antecedentes expuestos, en el
presente recurso de amparo se ha de dilucidar si la pro-
videncia de 31 de octubre de 2000 y el posterior Auto
de 26 de marzo de 2001, dictados por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Galicia en incidente de ejecución de la Sentencia
de 3 de diciembre de 1997, han lesionado o no el dere-
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cho del recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE), en su vertiente de derecho a la ejecución de Sen-
tencias.

A juicio del demandante de amparo las citadas reso-
luciones judiciales, que declaran debidamente ejecutada
la mencionada Sentencia y el archivo de las actuaciones
sin más trámite, se han apartado sin ninguna motivación
de lo dispuesto en el fallo y sancionado, en pugna con
la efectividad de su derecho a la tutela judicial, la ine-
jecución de uno de los pronunciamientos expresamente
declarados en el fallo, que ordenaba sacar a concurso
la plaza controvertida en el proceso «para su cobertura
definitiva por el procedimiento legalmente establecido».

Más matizada es la opinión del Fiscal, que, sin llegar
a tachar de irrazonable ni incongruente la decisión del
órgano judicial de tener por debidamente ejecutada la
Sentencia, considera que esa decisión, en la medida que
no está debidamente motivada, impide conocer las razo-
nes que la fundamentan y, por tanto, comprobar si la
misma se ajusta o no de modo razonablemente con-
gruente al fallo de cuya ejecución se trata. A falta de
esa imprescindible motivación, el Auto impugnado, con-
cluye el Fiscal, es por consiguiente arbitrario y lesiona
el derecho fundamental reconocido en el art. 24.1 CE.

2. Sobre el derecho a la ejecución de Sentencias
firmes en sus propios términos existe ya una consolidada
doctrina constitucional, que arranca de la STC 32/1982,
de 7 de junio, y que está resumida, entre las más recien-
tes, en las SSTC 146/2002, de 15 de julio, 116/2003,
de 16 de junio, y 140/2003, de 14 de julio, cuyas prin-
cipales conclusiones es necesario recordar, en lo que
ahora importa.

Con arreglo a esta jurisprudencia, que comienza por
subrayar que el derecho a la ejecución de sentencias
firmes en sus propios términos forma parte del derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
y obliga al cumplimiento de lo acordado por los Jueces
y Tribunales, hemos advertido, no obstante, que la inter-
pretación del sentido del fallo de las resoluciones judi-
ciales es una función estrictamente jurisdiccional que,
como tal, corresponde en exclusiva a los órganos judi-
ciales. Por esta razón, como también está subrayado
en esa misma jurisprudencia, el alcance de las posibi-
lidades de control, por parte de este Tribunal, del cum-
plimiento de la potestad jurisdiccional de hacer ejecutar
lo juzgado (art. 117.3 CE) no es ilimitado. Lo que en
expresión normalizada significa que no corresponde a
este Tribunal Constitucional deducir las exigencias que
impone la ejecución de la Sentencia, sustituyendo al
órgano judicial competente, que es, en principio, el encar-
gado de hacerlo, sino sólo velar porque esas decisiones
se adopten de un modo razonablemente congruente con
el contenido de la resolución que se ejecuta, pues tam-
poco en la fase judicial de ejecución el recurso de amparo
constituye una instancia más. En suma, con arreglo a
este canon de constitucionalidad, sólo las decisiones judi-
ciales que sean incongruentes, arbitrarias, irrazonables
o que incurran en error patente son constitucionalmente
reprochables ex art. 24.1 CE.

Doctrina constitucional muy consolidada que obliga
a considerar, en primer término, el contenido de las reso-
luciones judiciales impugnadas en el presente caso, para
comprobar luego, en un segundo momento, si la decisión
judicial de tener por ejecutada en debida forma la Sen-
tencia incurre o no en alguna de las apuntadas tachas
de inconstitucionalidad.

3. Según se ha dejado anotado en los antecedentes,
la providencia de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de 31
de octubre de 2000, acuerda tener por ejecutada en
debida forma la Sentencia de 3 de diciembre de 1997
y ordena el archivo de las actuaciones sin más trámite.

Nada dice, sin embargo, sobre las razones de esta deci-
sión. Como nada sustantivo dice tampoco el posterior
Auto de 26 de marzo de 2001, desestimatorio del recur-
so de súplica, al afirmar, por todo razonamiento, que
«los argumentos alegados por el recurrente en el recurso
de súplica no desvirtúan lo dispuesto en la providencia
[recurrida]». De este modo la ausencia de fundamen-
tación de la providencia impugnada —posible según lo
dispuesto en el art. 248.1 LOPJ— se ha traducido en
una falta de motivación del Auto en cuestión, vulneradora
del derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en
el art. 24.1 CE.

En efecto, en las condiciones descritas no es posible
conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fun-
damentan la decisión del órgano judicial ni afirmar siquie-
ra, como hemos advertido en otras ocasiones semejan-
tes, que la providencia recurrida en súplica haya sido
realmente revisada por la Sala (STC 26/1997, de 11
de febrero). De hecho, el Auto impugnado constituye
un notorio supuesto de resolución judicial estereotipada,
vacía de contenido preciso y, por eso mismo, extrapo-
lable a cualquier otro caso.

Por consiguiente, a falta de la motivación que es cons-
titucionalmente exigible, forzoso es concluir que las reso-
luciones judiciales impugnadas y, de modo particular,
el Auto de 26 de marzo de 2001, son arbitrarias y, por
tanto, han lesionado por este motivo el derecho fun-
damental del demandante de amparo a la tutela judicial
efectiva que garantiza el art. 24.1 CE. En efecto, cuando
una resolución no se encuentra debidamente motivada,
como resulta patente en el presente caso, la decisión
que incorpora no puede considerarse consecuencia de
una exégesis racional del Ordenamiento, sino fruto de
una mera declaración de voluntad y, en suma, de la
arbitrariedad (por todas, SSTC 144/2000, de 29 de
mayo, y 173/2002, de 9 de octubre).

4. No obstante, que la decisión judicial que declara
tener por ejecutada en debida forma la Sentencia sea
arbitraria por inmotivada, como decimos, no permite con-
cluir frente a lo que afirma el recurrente en amparo,
que tal decisión sea, además, incongruente con lo deci-
dido en el fallo de cuya ejecución se trata, por contradecir
el pronunciamiento de la Sentencia que ordenó a la
Administración sacar a concurso la plaza controvertida
para su cobertura definitiva por el procedimiento legal-
mente establecido. Y es que, aun cuando, ciertamente,
de las actuaciones realizadas en la fase de ejecución
no consta que la Administración cumpliera con esta obli-
gación, tal comprobación indiciaria de la quiebra de lo
fallado, que denuncia el demandante, no es suficiente
para deducir que la Sala se ha apartado de modo irra-
zonable del sentido de su pronunciamiento.

Y esto es así, de un lado, porque, como también se
desprende de las actuaciones aportadas a este proceso
de amparo y recuerda por su parte el Ministerio Fiscal,
la posibilidad de cumplir con la parte controvertida del
fallo ha sido abiertamente discutida por la Administra-
ción, que desde el primer momento manifestó las difi-
cultades de ejecutar ese pronunciamiento de la Senten-
cia en sus propios términos por considerarlo imposible
legalmente. Lo que ciertamente, al margen de su even-
tual justificación, desde el punto de vista de la legalidad
ordinaria (cuestión sobre la que no nos corresponde pro-
nunciarnos), plantea serias dudas acerca de las exigen-
cias que imponía la ejecución de dicho pronunciamiento
y el modo en que el mismo debía llevarse a efecto; dudas
que, conforme a la doctrina constitucional que antes
se ha recordado, sólo pueden ser despejadas por la juris-
dicción ordinaria, a través de la interpretación del sentido
del fallo y de la adopción de las medidas que se con-
sideren oportunas.
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De otro lado, tampoco podemos pronunciarnos sobre
la razonabilidad de lo acordado en las resoluciones
impugnadas porque, como igualmente advierte el Minis-
terio Fiscal y ha quedado dicho, a falta de la impres-
cindible motivación, no es posible comprobar si la deci-
sión judicial de tener por ejecutada en debida forma
la Sentencia satisface, en forma congruente y razonable,
lo decidido en el fallo, toda vez que la existencia de
motivación constituye un prius lógico y jurídico a la posi-
bilidad de control por este Tribunal de la potestad juris-
diccional de hacer ejecutar lo juzgado.

Procede, en consecuencia, anular la providencia y
Auto impugnados en este proceso, para que la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia se pronuncie fundadamente sobre las
pretensiones de las partes en orden a la ejecución de
la Sentencia de 3 de diciembre de 1997, dictada por
la Sala en el recurso núm. 1217/94.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don
José Carlos Taboada Vilariño y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho fun-
damental del recurrente a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE).

2.o Restablecerlo en la integridad de su derecho y,
a tal fin, anular la providencia de 31 de octubre de 2000
y el Auto de 26 de marzo de 2001, dictados por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Galicia en el incidente de ejecución
de su Sentencia de 3 de diciembre de 1997, retrotra-
yendo las actuaciones al momento inmediatamente ante-
rior al de dictarse la providencia anulada a fin de que
el citado órgano judicial se pronuncie fundadamente
sobre las pretensiones de las partes en el proceso de
ejecución.

3.o Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid, a uno de diciembre de dos mil

tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

306 Sala Segunda. Sentencia 208/2003, de 1 de
diciembre de 2003. Recurso de amparo
2602-2001. Promovido por don Jesús Cal-
dera Sánchez-Capitán respecto a los Acuerdos
de la Mesa del Congreso de los Diputados
que rechazarón la comparecencia urgente del
Presidente del Consejo General del Poder
Judicial para que informarse sobre la posición
de ese órgano acerca del indulto concedido
a un Juez.

Vulneración del derecho al ejercicio del cargo
parlamentario: Inadmisión de solicitud de com-
parecencia del Presidente del órgano consti-
tucional de gobierno judicial sin justificación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,

don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2602-2001, interpues-
to por don Jesús Caldera Sánchez-Capitán, Portavoz del
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso de los Dipu-
tados, representado por el Procurador don Roberto Gra-
nizo Palomeque y asistido por la Letrada doña Soledad
Mestre García, contra los Acuerdos de la Mesa del Con-
greso de los Diputados de 5 de diciembre de 2000
y 7 de febrero de 2001, que confirma el anterior, recha-
zando la solicitud de comparecencia urgente ante la
Comisión de Justicia e Interior del Presidente del Consejo
General del Poder Judicial para que informase sobre la
posición del Consejo General del Poder Judicial acerca
del indulto concedido a don Javier Gómez de Liaño. Han
intervenido el Ministerio Fiscal y el Letrado de las Cortes
Generales don Fernando Sainz Moreno, en representa-
ción del Congreso de los Diputados. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pablo Cachón Villar, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal
el 7 de mayo de 2001 don Roberto Granizo Palomeque,
Procurador de los Tribunales y de don Jesús Caldera
Sánchez-Capitán, Portavoz del Grupo Parlamentario
Socialista en el Congreso de los Diputados, formuló
demanda de amparo contra los acuerdos de la Mesa
del Congreso de los Diputados de los que se ha hecho
mérito en el encabezamiento.

2. Sucintamente expuestos, son hechos relevantes
para la resolución del caso los que a continuación se
reseñan:

a) El 4 de diciembre de 2000 el ahora recurrente
en amparo solicitó, en su calidad de Portavoz del Grupo
Parlamentario Socialista del Congreso, la comparecencia
del Presidente del Consejo General del Poder Judicial
ante la Comisión de Justicia e Interior para «informar
sobre la posición del Consejo General del Poder Judicial
ante el indulto de D. Javier Gómez de Liaño, en los tér-
minos en que le ha sido concedido por el Gobierno».

b) Mediante Acuerdo de 5 de diciembre de 2000
la Mesa de la Cámara inadmitió a trámite la solicitud
«considerando la materia que constituye el objeto de
la presente solicitud en relación con la naturaleza del
Consejo General del Poder Judicial como órgano cons-
titucional».

c) Por escrito de 18 de diciembre de 2000 el soli-
citante, haciendo uso de la posibilidad que le confiere
el art. 31.2 del Reglamento del Congreso de los Dipu-
tados (en adelante, RCD), interesó la reconsideración del
acuerdo antes reseñado.

d) Con fecha 7 de febrero de 2001 la Mesa de
la Cámara adoptó un nuevo Acuerdo denegando la peti-
ción con fundamento en los siguientes argumentos:

«Considerando que, conforme a la Ley de 18 de junio
de 1870, por la que se establecen reglas para el ejercicio
de la Gracia e Indulto, el Consejo General del Poder Judi-
cial carece de competencias en materia de indultos.

Considerando que, aun en el supuesto de que hubiera
podido corresponder al Consejo General del Poder Judi-
cial el ejercicio de alguna competencia para llevar a efec-
to el citado indulto, en respeto al principio de división


